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Contra la corrupción en Baleares: transparencia y 

control 

 

Palma de Mallorca, 15 de abril de 2010 

 

Acto organizado por la Asamblea de Movimientos Sociales de Mallorca  

En el Colegio de Abogados de Palma de Mallorca 

 

Introducción 

La construcción del Estado democrático de Derecho tiene, entre sus 

fundamentos, que los servidores públicos, de todas las categorías, 

obren al servicio del interés general, con imparcialidad y objetividad y 

bajo una taxativa interdicción de la arbitrariedad. Estos principios, 

constitucionalizados en los artículos 9, 117.1 y 103, son la base de todo 

el marco normativo que debe prevenir y castigar cualquier forma de 

corrupción. Porque, en efecto, la corrupción, con mayor intensidad la 

delictiva, es precisamente la negación de estos principios, la subversión 

de la función pública democrática en cuanto, además de violar la ley, 

antepone el interés particular al público. Como dijo el profesor 

Calsamiglia1, la corrupción es, sobre todo, un acto de “deslealtad” del 

servidor público hacia los valores constitucionales: “La corrupción pone 

de manifiesto la falta de aceptación de reglas importantes de la 

democracia”. La aceptación de esas reglas exige que estén 

perfectamente definidas y que sean imperativas de modo que su 

incumplimiento genere responsabilidad y una forma u otra de sanción. 

Es necesario que el Estado disponga de defensas jurídicas eficaces 

frente a sus propios servidores que, a diferencia de otros infractores, se 

amparan en las normas para quebrantarlas.  

 

                                                 

1 Cuestiones de lealtad. Paidós. Colección Estado y Sociedad. Barcelona.  
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Porque la corrupción, lejos de ser la expresión de un comportamiento 

desviado individual, surge desde dentro del sistema e incluso el propio 

sistema lo genera, entendiendo como sistema al poder político en su 

más amplio sentido. Precisamente por el carácter estructural de la 

corrupción, por su magnitud y por su trascendencia económica ha ido 

creciendo la preocupación internacional ante ella. Así lo reflejan 

instrumentos internacionales que han ido aprobándose en el curso de 

los últimos años. En todos ellos se expresa la necesidad de que los 

abusos cometidos por los servidores públicos sean evitados y 

sancionados por cuanto comprometen la confianza de los ciudadanos 

en la Administración Pública. Por ello, advierten que ningún sistema de 

gobierno y ninguna administración están a salvo de la corrupción. 

Ya entró en vigor la Convención de las NNUU contra la Corrupción, un 

instrumento esencial para enfrentarse a esta lacra. Debería ser una 

gran oportunidad para estrechar el cerco a corruptores y corrompidos 

(BOE nº 171, de 19 julio 2006). Pero la respuesta del Gobierno es lenta 

e insuficiente. 

 

1.-Los procesos por corrupción en España 

En España, la corrupción, sobre todo en los últimos diez años, 

paralelamente al desarrollo inmobiliario, ha tenido una gravísima 

incidencia, singularmente en el ámbito municipal. 

 

El somero examen de algunos de ellos, particularmente en Le Illes, 

debe partir, por su carácter paradigmático, del Auto de la Sala 2ª del 

Tribunal Supremo (TS 23/06/09) por la que aceptó la competencia 

para investigar a un Diputado y un Senador, del Partido Popular, 

encausados en el caso Gürtel, por entender que “las percepciones 

económicas irregulares percibidas por los dos aforados o por 

empresas participadas por ellos” justifican su investigación penal en 

cuanto dichas operaciones “pueden tener relevancia penal como 
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presupuestos fácticos de los delitos de cohecho(soborno) y delito 

fiscal”. 

 

Efectivamente, los procesos penales se han incrementado 

fuertemente. Así resulta de las Memorias anuales de la Fiscalía 

Especial contra la Corrupción y la Delincuencia Organizada, con 

jurisdicción en todo el Estado, que solo actúa en “supuestos de 

especial trascendencia” por delitos de prevaricación, cohecho, 

malversación de caudales públicos, tráfico de influencias y otros 

relacionados con estos, como el de blanqueo de capitales. Por tanto, 

no agota la intervención judicial en ese ámbito, que se extiende a 

casos de corrupción de menor gravedad. Según dichas Memorias, las 

Investigaciones de la Fiscalía y/o los procesos judiciales bajo su 

competencia han experimentado un fuerte ascenso: de 122 en 2004 

a 246 en 2008.De ellos, 60 son procedimientos judiciales por gran 

corrupción, a los que habrá que añadir los incoados el año 2009 y 

todos los que dependen de los Juzgados de Instrucción de las 

distintas provincias españolas que, en total, sumaban cuando informó 

sobre ellos el Fiscal General del Estado, 5942. 

 

Los procesos judiciales penales impulsados por la Fiscalía Especial, 

están repartidos por toda la geografía española y afectan mas 

especialmente a Autoridades y funcionarios municipales. “Con la 

detención de Bartomeu Muñoz, el alcalde socialista de la importante 

ciudad de la conurbación industrial barcelonesa que es Santa Coloma 

de Gramanet el pasado 29 de octubre, llevamos ya en poco más de 

tres años diecinueve alcaldes detenidos por corrupción en España: 7 

del PP, 5 del PSOE, y otros "independientes" de pequeños partidos o 

                                                 

2 Comparecencia ante el Congreso de Diputados el 18 de Noviembre de 2009.De 

dichos procedimientos judiciales, 264 están incoados contra cargos públicos del 

Partido Socialista Obrero Español (PSOE) y 200 contra cargos del Partido Popular 

(PP) y los restantes contra otras formaciones políticas minoritarias.  



 4 

agrupaciones electorales locales o regionales”3. Los Juzgados de 

Instrucción de Marbella (Málaga), capital de la zona turística del 

Mediterráneo denominada Costa del Sol, gobernada en su día por un 

equipo municipal corrupto que fue destituido por el Gobierno y 

sustituido por una “Comisión Gestora”, conocen de 37 procedimientos 

por diversos delitos de corrupción contra los anteriores gestores y 

personas que participaron de sus decisiones y conductas delictivas. 

Otros responsables políticos de cierta relevancia institucional están 

siendo investigados por los Tribunales Superiores de Justicia de las 

Islas Baleares, Canarias, Valencia, Madrid y Murcia. Particular 

trascendencia tuvo el procedimiento del Juzgado Central de 

Instrucción nº 5 (D.P. 275/2008) que desmanteló la trama delictiva 

que afectaba al Partido Popular conocida como “caso Gürtel”. Se 

tramitan, pues, numerosos procesos en los Juzgados de Instrucción 

de Colmenar Viejo (Madrid, municipio de Tres Cantos),Valdemoro y 

Móstoles (Madrid), Nules (Castellón), Telde (Gran Canaria), Las 

Palmas (Gran Canaria),Sevilla (por hechos ocurridos en el municipio 

de Camas),Santa Cruz de Tenerife, Estepota (Málaga), Murcia, 

Martorell (Barcelona),Illescas (Toledo, municipio de Seseña). Y los 

numerosos procedimientos tramitados por los Juzgados de Palma de 

Mallorca contra altos cargos del Gobierno autonómico y de diversos 

municipios, entre los que destacan los hechos ocurridos en la 

localidad de Andratx (Mallorca), en algunos de los cuales ya han 

recaído, como veremos, importantes condenas, además de la 

imputación del expresidente de dicha Comunidad Jaume Matas. 

Según fuentes solventes, hay otros casos judiciales pendientes, de 

menor entidad, en Alhaurín el Grande (Málaga), Totana (Murcia), 

Ciempozuelos (Madrid), Ibiza (Baleares), Lorca (Murcia), Bigastro 

(Alicante) y Granadilla (Tenerife). 

                                                 

3 Antoni Doménech, Corrupción en España, Revista “Sin Permiso”, 1 /11/2009. 
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En este contexto, presenta particular interés perseguir y castigar 

penalmente las más graves transgresiones de la ordenación del 

territorio protegiendo el suelo frente a una especulación abusiva4.  

 

 

 

2.-Relación de procedimientos penales por corrupción en Les 

Illes Balears 

 

1.- “Asunto Andratx” Diligencias Previas 3.501/06 de Instrucción 12 

de Palma. Por delitos de Negociaciones prohibidas a funcionarios, 

Prevaricaciones urbanísticas, Falsedades, Cohecho, Blanqueo de 

capitales, y Delitos contra la ordenación del territorio. 

Iniciadas en virtud de querella formulada por la Fiscalía Especial 

en Baleares, contra Eugenio Hidalgo Garcés, alcalde de Andratx. 

Jaime Massot Sureda, Director General de Ordenación de Territorio 

del Gobierno Balear, Jaime Mateo Gibert Fuster , celador municipal, 

Maria Isabel Seguí Capo, técnico del Ayuntamiento , María Cinta 

Moya, también técnica de dicho Ayuntamiento y José Ignacio Mir, 

abogado que actuaba como letrado del Ayuntamiento de Andratx. 

Se han formalizado 76 Piezas separadas para la agilización y 

mejor enjuiciamiento de los hechos, que efectivamente  han dado 

resultados positivos. 

En la actualidad, se han conseguido Sentencias condenatorias 

firmes, a las que luego nos referiremos, en las Piezas 12 (de 

conformidad), 32,56 y 62. 

                                                 
4 Los datos de procedimientos penales por dichos delitos son igualmente 

preocupantes. Según la última Memoria de la Fiscalía española Coordinadora de 

Medio Ambiente y Urbanismo fueron los siguientes: 

2007:Procedimientos penales =1.096 

2008:        idem                      =1.734 

2007:Sentencias condenatorias = 190 

2008:        idem                         =301. 
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Se ha formulado ya acusación por el Mº Fiscal, pendientes de 

celebración de juicio oral, en las Piezas 2,3 (a la que se ha acumulada 

la Pieza 17),4,6,7,60 y 74.  

 Otras tres Piezas más están en fase de instrucción casi concluida. 

2.- “Asunto Bufete Feliu”. Diligencias Previas 1.447/07 del Juzgado de  

Instrucción 7 de Palma. Se han formalizado 17 Piezas para su mejor 

enjuiciamiento. Varios abogados y notarios han sido imputados por su 

colaboración en delitos contra la Hacienda Pública y blanqueo de 

capitales. Se ha formulado acusación en dos Piezas y hay otras dos 

casi concluidas. 

 

 

3.- “Caso Son Oms”. Diligencias Previas 1/08 del Tribunal Superior de 

Justicia de Baleares, en relación a la exigencia de entrega del 15% de 

los solares para obtener la recalificación de los mismos como suelo 

urbanizable industrial. 

Se interpuso querella por el Fiscal y se practicaron diversos 

registros domiciliarios y tras la solicitud del Fiscal, el Tribunal 

Superior de Justicia de Baleares (T.S.J.B.) asumió la competencia por 

razón de la condición de aforado del Diputado autonómico Sr. 

Bartomeu Vicens Mir, de Unió Mallorquina. Tras la petición de prisión 

incondicional contra el mismo, la autoridad judicial acordó su prisión 

eludible bajo fianza.  

De esta causa se formó una pieza separada por el Tribunal 

Superior,la 1/2009, en la que se dictó sentencia condenatoria contra 

los tres acusados, a la que luego nos referiremos, estando pendiente 

del recurso de casación. 

Esta causa ha vuelto al Juzgado de Instrucción nº 2 de Palma. 

. 

4.- “Caso Calviá”. Diligencias Previas 6430/02 del Juzgado de 

Instrucción numero 2 de Palma. Tras el auto de la Audiencia 
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Provincial que ordenó la práctica de más diligencias de instrucción 

esta causa se mantiene en esta fase. 

 

5.- Asunto “Can Domenge”. El Juzgado de Instrucción nº 12 de Palma 

tramitó las Diligencias Previas 450/2007, en relación a la enajenación 

de unos terrenos que el Consell Insular de Mallorca realizó por un 

precio que parece ser inferior en el 50% a su valor de mercado. La 

enajenación se realizó mediante un concurso en el que el precio 

licitado no era el criterio más importante para adquirir los terrenos. El 

concurso fue convocado con escaso plazo y en condiciones que 

dificultaban la concurrencia pública. Se investiga la posible comisión 

de prevaricación y uso de información privilegiada. Se encuentra en 

fase de instrucción. El TSJIB asumió la competencia, pero tras las  

dimisiones de Vicens y  Munar la  Causa ha vuelto al Juzgado de 

Instrucción nº 12 de Palma.  

 
. 

6.- La causa sobre el “Plan Territorial de Mallorca” la tramita el 

Juzgado de Instrucción nº 6 de Palma en las Diligencias Previas 

1318/2008. Está en instrucción. Se investigan presuntas 

irregularidades en relación a la creación en dicho Plan de las Áreas de 

Reconversión Territorial Industrial. Estas  Áreas permitían transferir 

unos derechos urbanísticos dudosos o inexistentes a otras zonas.  

Unos particulares habían adquirido en fechas inmediatamente 

anteriores dichos terrenos beneficiándose de forma importante por 

aquella disposición.  

  

 

7.- “Operación Scala”, sobre el Consorcio de Desarrollo Económico de 

las Islas Baleares( CDEIB) lo tramitaba el Juzgado de Instrucción nº 4 

de Palma. El TSJ ha asumido la competencia por la concurrencia de 

aforados como el Diputado autonómico José Juan Cardona, diputado 
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balear, ex Consejero de Industria y ex presidente del PP de Ibiza, 

imputado por malversación y delito electoral.La Gerente Antonia 

Ordinas reconoció los delito. El TSJ tramita las D.Previas 1/2009. . 

  

 

8.- “Palma-Arena”. Lo tramita el Juzgado de Instrucción nº 3 de 

Palma a través de las Diligencias Previas 2677/2008.Está 

investigándose el sobrecoste de la construcción del velódromo 

durante el Gobierno presidido por Jaume Matas mediante la 

intervención de la Fundació Illesport que él mismo presidía. Tras los 

registros y detenciones de varios imputados se mantiene en fase de 

instrucción. Se ha recibido declaración a múltiples imputados y 

testigos y se va analizando la documentación.  

El Juez de Instrucción por Auto de 30/3/2010 acordó la prisión 

provisional bajo fianza de 3.000.000 Euros de Jaume Matas, ex 

presidente del Gobierno Balear y ex presidente del P.P. en aquella 

Comunidad. Con independencia de la descripción pormenorizada de 

los hechos, es una constante de dicha resolución la constatación de 

que el imputado Matas impulso la creación del Consorcio para la 

construcción del Velódromo Palma Arena, con la finalidad, a través de 

la Fundació Illesport, que él presidía,  de proceder a dicha 

construcción desde una estrategia que estaba diseñada para 

“satisfacer sus intereses personales”, para “situarse al margen de 

cualquier mecanismo de control”,  “marginando toda las normativa 

sobre contratación administrativa”  además de describir los 

mecanismos ilícitos para la financiación de las campañas electorales 

del P.P., todo ello como fundamento de su enriquecimiento personal e 

injustificado al que define como “un tren de vida de absoluto derroche 

y ostentación”. No es irrelevante que haga referencia a la “actividad 

obstructiva” del imputado en la que incluye que “los Fiscales 

Anticorrupción se sintieran presionados”. A partir de los hechos que 

describe acuerda la imputación por los siguientes delitos: 
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Uno continuado de falsedad en documento oficial por funcionario del 

art. 390.1.4º del C.Penal;  otro continuado de prevaricación 

administrativa del art.404; otro de fraude a la administración del 

art.436; cinco delitos de malversación de caudales públicos del art. 

432.1; dos de malversación del art. 432.2; uno de blanqueo de 

capitales del art. 304 y un delito electoral del art. 149 de la Ley 

General Electoral. 

 

9.- Caso Ibatur. En el Juzgado de Instrucción nº 2 de Palma se 

investigan las malversaciones y defraudaciones en este instituto para 

la promoción del turismo. Tras las primeras detenciones y registros 

se comprobó la comisión de delitos de malversación y falsedad.  

 

10.- “Operación Maquillaje”. Lo tramita el Juzgado de Instrucción nº 2 

de Palma en las Diligencias Previas 4239/2008. Este procedimiento 

arrancó como pieza desgajada del de Son Oms. En él se investigan 

dos grupos societarios vinculados a Bartomeu Vicens, diputado 

autonómico y exportavoz de UM y a Miquel Nadal Buades, exconseller 

de Turismo del Govern Balear y dirigente de UM. Se investigan las 

posibles malversaciones y defraudaciones cometidas en el Consell 

Insular de Mallorca en la contratación y subvención de medios de 

radio y audiovisuales. Causa que ha adquirido una relevante 

significación por la imputación de la Ex Presidenta del Parlamento 

Balear y de Unió Mallorquina Mª Antonia Munar. Así dice el Auto 

dictado el 17/3/2010 respecto de esta imputada acordando prisión 

provisional bajo fianza: “Los hechos relatados en dicha resolución 

podrían ser constitutivos de un delito continuado de Negociaciones 

Prohibidas a Funcionarios del art. 439 del Código Penal (cuando se 

interviene como autoridad y como socio de Bahía Difusión y Vídeo U), 

un delito continuado de Malversación de Caudales Públicos en 

concurso con un delito continuado de Falsedad en documento oficial 

por un funcionario y de Falsedad en documento mercantil, cuando se 
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dan las dos subvenciones de 120.000 euros al programa Temps 

d‟Esport que no se realizó, un delito continuado de Prevaricación 

Administrativa del art. 402 en relación a la contratación de Studio 

Media, un delito de Malversación de Caudales Públicos del art. 432 en 

concurso con delitos continuados de Falsedad en documento 

mercantil, y ambos en concurso con delito de Prevaricación 

Administrativa, en relación a la subvención de 280.000 euros a la 

Xarxa de Televisions, un Delito Electoral del art. 149 de la Ley 

General Electoral, al ocultarse gastos electorales a las autoridades 

competentes y un delito de Cohecho, en relación a la contratación de 

personas en Àmbit Digital, en la que no realizaron ninguna función, 

en beneficio de un tercero (Unió Mallorquina), existiendo indicios de 

la participación en tales delitos de Maria Antònia Munar...”. 

 

11.- Causa 1/08 de Tribunal de Jurado dimanante del Juzgado de 

Instrucción número 5 de Palma, en relación a la malversación de 

caudales públicos con motivo del uso fraudulento y en beneficio 

personal de la tarjeta Visa de la EMOP(Empresa Municipal de Obras 

Públicas) por parte del concejal del Ayuntamiento de Palma Rodrigo 

de Santos. Se celebró Juicio Oral, dictándose sentencia condenatoria 

pendiente de recurso de casación. 

 

12.- “Operación Peaje” que se tramita en el Juzgado de Instrucción 

nº 5 de Palma en las Diligencias Previas 1016/09.Se investigan 

delitos de cohecho y otros en relación a los pagos y beneficios que los 

funcionarios del Consell Insular de Mallorca del Departamento de 

carreteras, en particular el Director General de Carreteras, obtenían 

de los adjudicatarios y concesionarios cuando su obligación era 

supervisar y controlar precisamente dichas obras. 

 

13.- En el Juzgado de Instrucción número 7 de Palma tras la denuncia 

del Fiscal se siguen Diligencias Previas para la persecución de delitos 
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de malversación y tráfico de influencias en relación a los pagos y 

beneficios que la Fundacion Illes Balears, que preside Gabriel 

Cañellas, obtuvo gracias a los contratos con el Ayuntamiento de 

Andratx siendo Alcalde E. Hidalgo. 

 

14.- “Operación Voltor”. En el Juzgado de Instrucción nº 10 de Palma 

se siguen Diligencias Previas para la persecución de delitos de fraude 

a la administración, malversación y otros en relación a la forma en 

que se manipulaba la contratación pública en el INESTUR (Instituto 

de Estrategia Turística del Govern Balear), vinculado a la Consellería 

de Turismo, por lo que se han adoptado medidas cautelares e 

imputaciones contra ex altos cargos del Gobierno Balear como Miquel 

Nadal y Miquel Ángel Flaquer. 

 

15.- En las Diligencias Previas 2256/08 que se siguen en el Juzgado 

de Instrucción nº 6 de Palma, se investigan los posibles delitos de 

cohecho, falsedad y malversación de caudales públicos por la 

actuación de parte del personal del Consorcio de Turismo Joven al 

cobrar comisiones, emitir facturas falsas y omitir las normas de 

contratación. 

 

16.- En el Juzgado de Instrucción nº 11 de Palma se siguen 

Diligencias Previas en relación a las posibles delitos de cohecho, 

falsedad y malversación de caudales públicos por la actuación de 

parte del personal de la Funeraria Municipal de Palma. 

 

17.- Se sigue Diligencias Previas en el Juzgado de Instrucción nº 10 

de Palma tras querella del Fiscal en relación a los posibles delitos de 

prevaricación, cohecho y malversación de caudales públicos 

cometidos por personal de la entidad pública Bitel (entidad de 

derecho privado con capital público), que proporciona los servicios 

informáticos al Gobierno de Baleares, donde se produjo la distracción 
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de una cantidad próxima a 1.000.000 € de fondos públicos en 

beneficio de diversas personas. 

 

18.- En el Juzgado de Instrucción número 1 de Palma se sigue el 

Procedimiento Abreviado 870/06 por delitos de contra la Hacienda 

Pública y falsedad. En dicho procedimiento se investigan las 

subvenciones que el Consell Insular de Mallorca otorgó a diversas 

asociaciones que, al parecer, fueron creadas ex profeso para obtener 

las subvenciones y presentaron facturas de manera irregular para 

obtenerlas.  

 

19.- “Recaudadora de Sineu”. Está próxima la celebración del Juicio 

Oral del Procedimiento Abreviado 530/06 dimanante del Juzgado de 

Instrucción número 2 de Inca, por delitos de malversación de 

caudales públicos y blanqueo de capitales en el que se investiga a la 

recaudadora del municipio de Sineu y a su hijo por la distracción de 

más de 800.00 euros de las cuentas municipales. 

 

20.- El Juzgado de Instrucción número 1 de Palma conoce de los 

delitos de negociaciones prohibidas, cohecho y tráfico de influencias 

de funcionarios del Ayuntamiento de Palma, de la Gerencia de 

Urbanismo. Está prevista para fecha próxima la celebración del juicio 

oral. 

 

21.- El Juzgado nº 2 de Inca, en el Procedimiento Abreviado 373/06, 

conoce de los delitos por delitos de defraudación a la administración 

pública y falsedad en el que se investiga las adjudicaciones por 

concurso público y sin él de contratos municipales de Inca en favor de 

empresas para el suministro de material para la fiesta del Dijous Bo. 

 

22.-El Juzgado de Instrucción Numero 1 de Ciutadella, en el 

Procedimiento Abreviado 1273/2005, investiga la conducta de dos 
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concejales por delitos de estafa, falsedad, negociaciones prohibidas, 

tráfico de influencias y fraude a la administración al intervenir un 

concejal de Ciutadella en una compraventa de un solar que luego fue 

permutado con gran diferencia de precio por otro solar municipal. 

Está pendiente de Juicio Oral. 

 

23.- En el Juzgado de Instrucción nº 8 de Palma se investigan 

irregularidades cometidas en las adjudicaciones de concesiones 

administrativas por parte de la Autoridad Portuaria de Baleares. 

 

24.- Las Diligencias Informativas sobre el Plan Territorial de Ibiza, 

tramitadas conjuntamente por los Fiscales Delegados Anticorrupción 

con el Fiscal coordinador de Medio ambiente, han culminado con la 

formulación de una querella contra dos miembros del Consell Insular 

de Ibiza por negociaciones prohibidas a funcionario, tráfico de 

influencias, uso de información privilegiada y prevaricación que se 

mantiene en fase de instrucción. 

 

25.- Se celebró el Juicio Oral del Procedimiento Abreviado 5717/01 

dimanante del Juzgado de Instrucción número 6 de Palma por delitos 

de malversación, negociaciones prohibidas, estafa y prevaricación 

contra el alcalde de Llucmajor Lluch Tomás y el ex edil de ASI 

(Agrupación Social Independiente) Joaquín Tabasco, por varios 

delitos con presunto fraude de fondos públicos ya que la acusación 

postula que, entre 1999 y 2002, el primero permitió y auspició el 

desvío de casi 950.000 euros de las arcas municipales a empresas 

ligadas al ex regidor de ASI. Se ha dictado sentencia condenatoria (3 

años al alcalde y 6 al concejal),pendiente del recurso de casación que 

ha sido interpuesto por la Fiscalía del Tribunal Supremo. 

 

3.-La presente exposición trata de examinar brevemente las causas 

estructurales que la favorecen y las reformas legales que estimamos 
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necesarias para prevenirla y evitarla, sin perjuicio del mantenimiento 

de una respuesta penal eficaz. 

 

La financiación irregular de los partidos políticos 

El crecimiento de los costes de la política derivado sobre todo de las 

modernas campañas electorales ha impuesto a los partidos políticos 

una exigencia de recursos económicos que no podía ser satisfecha por 

los partidos políticos por la vía de la cuota de sus militantes. En 

consecuencia, la obtención de dinero se convertía en un objetivo 

político en sí mismo. 

Y las aportaciones económicas privadas han generado una desigualdad 

económica entre los partidos que rompe el principio de igualdad de 

oportunidades llegando a afectar a la representatividad de los mismos 

y al propio fundamento del principio del pluralismo político. Y ha 

generado una situación compleja y de evidentes riesgos. Esencialmente 

el endeudamiento financiero de los partidos y su dependencia de la 

gran banca. Consecuentemente, en muchos casos ha hecho crisis la 

independencia de los partidos frente a los grupos económicos 

poderosos y la transparencia en la gestión de los fondos así obtenidos. 

La consecuencia ha sido devastadora. Bastaría repasar algunos 

ejemplos europeos con trascendencia pública de financiación irregular 

de los partidos políticos. La Ley de Financiación de 1987 era 

insostenible desde todos los puntos de vista. Pero especialmente la 

admisión de donaciones anónimas y la falta de control sobre el 

endeudamiento financiero de los partidos. Dos ejemplos. En el último 

ejercicio fiscalizado,2005, se mantuvo la misma tónica que en los años 

anteriores. Las donaciones anónimas a todos los partidos sumaban 7,7 

millones de euros. El PP, obtuvo por dicho procedimiento 3.068.741 

euros, el PSOE, 847.700, 00 euros. El Informe del Tribunal de 

Cuentas, relativo a las cuentas de los partidos en las elecciones 

municipales de 2007, constata que los “recursos declarados por los 

partidos fueron 56,1 millones de euros, de los que 35,3 proceden de 
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deudas bancarias” (Boletín Oficial del Estado, 25/8/2009). Y en el 

Informe correspondiente a las Elecciones Generales de 2008, señala 

que “las formaciones políticas han declarado recursos por un total de 

66,6 millones de euros, de los que 44,6 millones corresponden a 

créditos bancarios”.La reciente Ley Orgánica de Financiación 8/2007, 

de 4 de julio, ha prohibido las donaciones anónimas pero no ha 

resuelto todos los problemas. En este contexto, es explicable la crítica 

del GRECO del Consejo de Europa, de 15/5/2009, al sistema de 

financiación vigente en España. El sistema, dice, no es transparente en 

cuanto “no es descifrable” y la sociedad no puede tener acceso al 

mismo. Un conocido politólogo español, en esta misma dirección, ha 

reclamado que “los ingresos y gastos de los partidos figuren en lugar 

destacado en sus webs”5 a las que pueda acceder cualquier ciudadano. 

El C. de Europa también exige que las cuentas y las informaciones 

contables de los partidos “sean suficientemente útiles para descubrir 

los vínculos financieros dudosos y los eventuales casos de 

corrupción”.Y, asimismo, reclama “sanciones eficaces, proporcionadas y 

disuasorias” frente a las infracciones del sistema. Sanciones que, a 

nuestro juicio, deberían comprender, ante supuestos muy graves, la 

tipificación como delito de la financiación ilícita de los partidos6. 

 

La gestión abusiva del urbanismo 

Dentro de la actividad económica de la Administración, la gestión del 

urbanismo se sitúa como “piedra angular cuando se debate sobre la 

corrupción”.7 La protección del territorio y la defensa del urbanismo 

generan una actividad pública decisoria sobre la calificación o el uso 

del suelo que constituye una indudable fuente de poder de grandes 

efectos económicos. 

                                                 

5 Joan Subirats, Diario El País, Saber lo que pasa, 13/11/2009,(Cataluña, p. 13). 

6 C. Jiménez Villarejo, La tipificación penal de la financiación ilegal de los partidos 

políticos. Tercera Conferencia Europea de los Servicios Especializados en la lucha 

contra la corrupción. Madrid, 28-30 Octubre 1998. 

7 A. Sabán Godoy, El marco jurídico de la corrupción. Cuadernos Cívitas p. 38. 
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Las sucesivas Leyes del Suelo que se han venido promulgando desde 

1956 han repetido una misma concepción de la regulación suelo y del 

derecho a edificar sobre el mismo, con sucesivos retoques, algunos 

progresos y grandes dosis de inmovilismo. Los efectos negativos de 

esta situación lo resumía muy bien el Diputado por ICV en el 

Parlament de Catalunya: “En materia urbanística es evidente que las 

facultades de que disponen las Administraciones de definir y cambiar 

los usos del suelo y determinar los aprovechamientos edificables -por 

medio de un simple papel: un plan urbanístico o una licencia- y el 

hecho de que la ley permita y fomente el beneficio privado de la 

mayor parte de les plusvalías generadas por la acción urbanística, 

muy superiores a las que normalmente genera una actividad 

industrial, de construcción o de servicios son una tentación para que 

ciertos responsables políticos se conviertan en „reyes midas‟…”8. 

 

La privatización del derecho a hacer ciudad y de cuantas expectativas 

genera ese derecho, unido a la inoperancia en la práctica de las 

técnicas legales contra la especulación, han convertido al suelo en un 

activo privilegiado mucho más sujeto a las leyes del mercado 

financiero que a las de la conveniencia y las necesidades colectivas de 

los ciudadanos. 

 

Debido a ese modelo, el precio del suelo continúa incorporando 

plusvalías originadas por la colectividad, por todos. Y, en 

consecuencia, el fuerte y artificial incremento del precio del suelo ha 

contribuido decisivamente a que para la mayoría de los ciudadanos 

sea cada vez más difícil acceder a una vivienda digna. 

 

                                                 

8 Salvador Milá, Diputado del Parlamento de Cataluña, Diario Avui, Corrupción 

política: déficit democrático,31/10/2009.Barcelona. 



 17 

La realidad que está aflorando, gracias a la mayor persecución de 

delitos económicos y urbanísticos, acredita que gran parte de los 

fenómenos de corrupción se encuentran vinculados a las actuaciones 

sobre el suelo. Es así en la medida de que los actos administrativos 

de aprobación del planeamiento generan un inmediato plusvalor 

sobre el suelo, de manera que se produce un enorme interés por 

conseguir la aprobación de esos actos administrativos. Es cierto que 

la Ley 8/2007,de reforma de la Ley del Suelo, ha contribuido a 

mejorar esa situación en favor de la comunidad, pues ha establecido 

que la edificabilidad no se integra en el contenido del derecho de 

propiedad por sí misma, sino que requiere su realización efectiva a 

través del cumplimiento de los deberes y el levantamiento de cargas 

propias del régimen que corresponda al suelo. Sin embargo, la mayor 

concienciación social acerca de la necesidad de impedir la apropiación 

privada de plusvalías generadas por la comunidad aconseja realizar 

un paso más y reconocer que el suelo solo puede ser utilizado  si 

existe una actividad pública de planificación que ordene y reconozca 

ese aprovechamiento, con lo cual las plusvalías generadas deben 

quedar en manos públicas.  

Se impone pues un cambio de concepción, ya que la realidad ha 

demostrado que la regulación actual no contribuirá a arreglar los 

graves déficits que hoy por hoy sufre la ordenación y utilización del 

suelo en nuestro país. Al mismo tiempo, la solución de esos 

problemas puede coadyuvar a la recuperación de la función social de 

la propiedad y a una mayor eficacia en el ejercicio de importantes 

derechos fundamentales de los ciudadanos, que hasta ahora no 

parecían tener relación con la regulación del urbanismo: trabajo, 

vivienda, sanidad, educación, cultura, defensa del medio ambiente y 

del patrimonio histórico cultural y artístico. Así se desprende de los  

Arts.45 y 47 de la Constitución. Pues las decisiones municipales en 

este ámbito afectan a derechos fundamentales como el derecho a una 
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“vivienda digna y adecuada” y aún  “medio ambiente adecuado para 

el desarrollo de la persona” y a una “calidad de vida”.  

La polémica desencadenada por el incremento de los delitos 

urbanísticos debería facilitar una reconsideración del modelo 

tradicional pero, mientras tanto, deberemos aceptar -críticamente- 

que el ordenamiento actual legitima la apropiación privada de las 

plusvalías9. 

Ello obliga a las siguientes reflexiones: 

1) APROPIACIÓN DE LAS PLUSVALÍAS URBANÍSTICAS.- 

 

 

En nuestro tradicional esquema urbanístico es el propietario quien 

se apropia de las plusvalías generadas por el planeamiento 

urbanístico, aunque ese planeamiento sea fruto de una actuación 

estrictamente administrativa. 

 

El art. 47 CE impone que la comunidad participe en las plusvalías, 

pero esa participación se produce sólo a través de la llamada 

“cesión de aprovechamiento”10 que el propietario debe realizar al 

Ayuntamiento –como representante de la comunidad- (hoy es una 

horquilla entre el 5-15% del aprovechamiento, y cada Comunidad 

Autónoma fija el concreto porcentaje)11. 

 

En cualquier caso, la máxima participación pública que la ley 

permite es esa cesión parcial del aprovechamiento urbanístico 

generado.  En la práctica, la suscripción de Convenios urbanísticos 

viene siendo un instrumento que permite incrementar la 

participación pública sobre el plusvalor que genera una operación, 

si bien en muchos casos esos Convenios han sido utilizados 

                                                 
9
 Consideraciones derivadas de un trabajo sobre la materia de Dolors Clavell, Diputada del Parlament de 

Catalunya del Grupo de ICV. 
10 El aprovechamiento es un concepto referido a la valoración económica de las 

previsiones urbanísticas sobre un determinado suelo.   
11 Esa cesión de aprovechamiento se produce únicamente cuando el suelo es 

urbanizable o urbano no consolidado, con lo cual pueden existir operaciones en 

suelo urbano consolidado que ni siquiera generan la cesión. 
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desviadamente para forzar modificaciones urbanísticas no 

sustentadas en el interés público.  

Durante años, uno de los debates más interesantes generado en 

nuestro sistema urbanístico ha sido precisamente acerca de si era 

o no razonable que las plusvalías sobre el suelo quedaran en 

manos del propietario –agente pasivo- y no del urbanizador-

promotor –agente activo de la transformación-.  Para invertir esa 

realidad se planteó la figura del Agente Urbanizador en la 

legislación valenciana, si bien los efectos producidos por ese 

cambio bienintencionado resultaron perversos,habiendo sido 

denunciados por el Parlamento europeo (28/3/2007). 

El tema de fondo sería pues si el aprovechamiento urbanístico y la 

plusvalía que genera la actuación urbanística deben ser públicos o 

privados.  La única fuerza política que ha planteado –con nulo 

éxito- la conveniencia de transformar el modelo y convertir el 

aprovechamiento en una CONCESIóN pública que se materializa 

sobre un suelo privado, ha sido ICV-IU.  Pero planteamientos 

alternativos de estas características son percibidos como una 

auténtica revolución en un sistema muy asentado que ha 

favorecido siempre la apropiación privada de las plusvalías.. 

 

2) INTERÉS PÚBLICO O PRIVADO EN LAS MODIFICACIONES 

URBANÍTICAS.- 

Una de las cuestiones claves del proceso urbanístico, que ha dado 

lugar a múltiples pronunciamientos judiciales, es que cualquier plan 

urbanístico y cualquier  modificación deben justificarse en la 

existencia de intereses públicos.  De ese modo, no son aceptables 

actuaciones urbanísticas sólo sustentadas en intereses privados, 

aunque cabe señalar que no sería objeto de rechazo la confluencia 

puntual entre intereses públicos y privados en determinada 

operación.  Lo que es rechazable e ilegal es la sola presencia de 

intereses privados.  Y por ello, la jurisprudencia ha rechazado los 
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Convenios urbanísticos en los que la Administración renuncia a su 

potestad de planeamiento.  La idea es que el modelo de ciudad no 

puede ser objeto de negociación entre Ayuntamiento y agente 

privado, obviando la necesaria PARTICIPACIÓN CIUDADANA que 

conforma la voluntad pública que finalmente queda reflejada en 

cualquier documento urbanístico. 

 

Es decir, el planeamiento urbanístico no es algo sólo en manos de la 

Administración, sino de la ciudadanía en su conjunto.  No podemos 

negar que en nuestro sistema se produce una disfunción importante 

entre ese razonamiento legal-jurisprudencial y la práctica cotidiana, 

que nos debería obligar a resolver el problema de la efectiva 

participación ciudadana en las decisiones urbanísticas. 

 

En todo caso, la justificación de la existencia de interés público es 

trascendental en materia urbanística. Y, si se demuestra que en un 

determinado supuesto no ha existido ese interés público,  al margen 

de la existencia de una posible asociación ilícita para ese fin, o 

eventuales supuestos de cohecho, podríamos considerar que puede 

producirse una prevaricación o delito contra la ordenación del 

territorio de los responsables públicos. 

 

Además, deben adoptarse las siguientes decisiones en materia de 

suelo y urbanismo: 

1.- Presentación al Congreso de los Diputados de la Proposición de 

Ley del derecho a edificar, que considera la edificabilidad un bien de 

dominio público sujeto a concesión, impidiendo por tanto la 

apropiación privada de las plusvalías  generadas por el planeamiento 

urbanístico. 

 

2.- Presentación a los Ayuntamientos de Mociones dirigidas a insistir 

en las previsiones ya existentes en la legislación urbanística vigente: 
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       a) Creación de los Consejos Asesores Urbanísticos,como 

instrumento específico de participación ciudadana.  

 

 b) Presentación de  Informes de seguimiento de las 

actividades de ejecución urbanística, considerando 

especialmente la sostenibilidad ambiental y economica de las 

operaciones. 

 

c) Separación efectiva del patrimonio municipal del suelo de los 

demás bienes  municipales. 

 

d) Inclusión, en todos els documentos urbanísticos, de 

información sobre la titularidad de les fincas afectadas y de su 

valor declarado fiscalmente. 

 

3.-Creación de un Programa específico de participación ciudadana 

para financiar actividades de formación y refuerzo de les entidades y 

colectivos defensores de los intereses públicos en materia urbanística.  

 

 

La regulación del conflicto de intereses 

Las más importantes de estas normas son las que regulan el régimen 

de incompatibilidades y otros deberes, como las declaraciones de 

actividades, ingresos y titularidad de bienes patrimoniales. 

 

El principio básico regulador de esta materia está expuesto en la Ley 

53/1984, para el personal al servicio de las Administraciones 

públicas, "respetar el ejercicio de actividades privadas que no puedan 

impedir o menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o 

comprometer su imparcialidad o independencia". 
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Sin duda, la legislación de incompatibilidades es la mayor garantía 

frente a lo que la doctrina moderna denomina, como fuente de 

corrupción, el conflicto de intereses que es definido así en el Art. 4 la 

Ley 5/2006,de 10 de Abril, relativa a los Altos Cargos del 

Estado:”cuando los altos cargos intervienen en las decisiones 

relacionadas con asuntos en los que confluyen a la vez intereses de 

su puesto público e intereses privados propios, de familiares directos, 

o intereses compartidos con terceras personas”. El objetivo es 

establecer “exigencias y cautelas que garanticen que no se van a 

producir actuaciones que pongan en riesgo la objetividad, 

imparcialidad e independencia del alto cargo”12. 

 

Una de las causas de la corrupción generalizada en la Comunidad 

Balear es la manifiesta insuficiencia de la Ley 2/1996, de 19 de 

noviembre, de incompatibilidades del los miembros del Gobierno y 

altos cargos de dicha Comunidad. Ley que presenta deficiencias 

notorias y que no resiste la comparación con la vigente Ley estatal 

5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses. 

En primer lugar, en dicha Ley autonómica se establecía un plazo de 

seis meses para su desarrollo reglamentario, desarrollo que en esta 

clase de normas es fundamental. Pues bien, el Reglamento balear se 

produjo tres años después, por el Decreto 250/1999, de 3 de 

diciembre, reformado por otro más reciente, el Decreto 126/2005, de 

16 de diciembre. Entre las graves insuficiencias de la Ley y el 

Reglamento autonómico, se encuentran sobre todo la falta de 

publicidad de los ingresos de los miembros del Gobierno, como ocurre 

en la vigente Ley estatal, y que entre los órganos autorizados para el 

conocimiento de las declaraciones de “bienes y derechos 

patrimoniales” de los altos cargos está excluido el Ministerio Fiscal. Es 

francamente insuficiente el régimen sancionador de la infracciones 

                                                 

12 Pablo García Mexía, Los conflictos de intereses y la corrupción contemporánea. 

Aranzadi. 
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previstas en la Ley y el órgano de control de la gestión de los 

Registros de “intereses y actividades” y “patrimonio” es el Gobierno 

y, por tanto, no está atribuido a un órgano externo que garantice la 

neutralidad necesaria en una materia como esta sino que tampoco 

está previsto que se de cuenta periódicamente al Parlamento balear 

de las vicisitudes previstas en las disposiciones anteriores. El control 

atribuido al Gobierno balear es tan absoluto como excluyente que a él 

corresponde conocer de las “denuncias” que pudieran formularse por 

presuntas infracciones del régimen previsto en dichas disposiciones. 

Todo ello, además de insuficiencias en el régimen jurídico de las 

incompatibilidades y en la declaración de bienes y derechos,  

favorecen prácticas irregulares de los altos cargos y la opacidad de 

las mismas. 

 

En la Administración Local continúa vigente un régimen 

absolutamente tolerante que permite la colusión de intereses públicos 

y privados, de corrompidos y corruptores, en perjuicio del interés 

público. Las incompatibilidades previstas en la Ley Electoral (Art. 

178) se limita, entre otras previsiones de menor entidad, a evitar que 

el candidato en las elecciones locales pueda ser contratista o 

subcontratista de obras financiadas por la Corporación. Y el régimen 

vigente previsto en el art. 75.7 de la Ley de Bases de Régimen Local 

no puede ser más insuficiente. Se limita a exigir, en los momentos de 

acceso al cargo y de cese en el mismo, una “declaración sobre causas 

de posible incompatibilidad y sobre cualquier actividad que les 

proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos” y una 

“declaración de sus bienes patrimoniales y de la participación en 

sociedades de todo tipo, con información de las sociedades por ellas 

participadas y de las liquidaciones de los impuestos sobre la Renta, 

Patrimonio y, en su caso, de Sociedades”, datos que deben reflejarse 

en los correspondientes Registros de Intereses que, al menos, son 

públicos. Otra cuestión será como acceden a ellos los ciudadanos. 
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El régimen es mucho más tolerante que el propio de los funcionarios 

de la Administración Local. Parece lógico que este régimen de 

incompatibilidades contara con un precepto de cabecera de carácter 

general, en el sentido de que el puesto de Concejal fuera 

incompatible con el ejercicio, por sí o mediante sustitución, de 

actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sean por 

cuenta propia o bajo la dependencia o al servicio de entidades o 

particulares que se relacionen directa o indirectamente con las que 

desarrolle la Corporación Municipal.  

 

En todo caso, no es en modo alguno aceptable que la ordenación, 

gestión, ejecución y disciplina urbanística, que quizás sea la 

competencia más importante de los Municipios, no genere ningún tipo 

de incompatibilidad expresamente determinada para los Concejales y 

Alcaldes, máxime si a ello le añadimos los valores económicos tan 

elevados que mueve la actividad inmobiliaria y el alto grado de 

discrecionalidad de su actuación administrativa en materia de 

urbanismo. 

 

Con la legislación actual, cómo está más que acreditado, una persona 

puede desarrollar una actividad económica de promoción inmobiliaria 

en un Municipio y al mismo tiempo ser Alcalde o Concejal del 

Ayuntamiento de dicho Municipio. Si como consecuencia de dicha 

circunstancia se diera algún supuesto de confluencia de intereses, la 

única obligación que le impone la Ley al miembro de la Corporación 

municipal es la de abstenerse de participar en la deliberación, 

votación, decisión y ejecución, lo que es notoriamente insuficiente, 

pues su incumplimiento no genera ninguna consecuencia 

sancionatoria. 
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Situación completamente anómala que llevó a la Fiscalía 

Anticorrupción a expresar lo siguiente: “No parece muy coherente 

que el personal de la Corporación no pueda tener una participación 

superior al 10% del capital de una sociedad contratista del 

Ayuntamiento, ni formar parte del consejo de administración de la 

misma y, sin embargo, el alcalde o los concejales si puedan tener una 

participación superior a dicho porcentaje incluso formar parte del 

consejo de administración de la misma, cuando ellos son los que, en 

última instancia van a decidir a qué empresa se le adjudica la 

realización de obras y servicios al ayuntamiento”13. Sería necesario 

que los concejales estuvieran sometidos a un régimen que 

garantizase su imparcialidad, su objetividad y su plena y absoluta 

dedicación al servicio público desde el ejercicio transparente de su 

capacidad decisoria. Es una necesidad mucho más urgente que en 

cualquier otro ámbito de la Administración, por todas las razones ya 

expuestas y porque las gravísimas disfunciones que están 

conociéndose y que están perjudicando seriamente los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. 

 

4.-Algunas consideraciones sobre la corrupción en la 

Comunidad Autónoma de Baleares 

 

El punto de partida de cualquier reflexión sobre esta realidad puede 

partir de las siguientes  afirmaciones del TS en la Sentencia 

1127/2009 (Andratx): 

“Mas la desastrosa situación a  que, a pesar de la 

normativa legal y administrativa, se ha llegado en España 

respecto a la ordenación del territorio, incluida la 

                                                 

13 Cita contenida en la obra, fundamental sobre esta materia, de José Manuel 

Urquiza, Corrupción municipal. Por qué se produce y cómo evitarla. Almuzara 2005, 

p. 81. 
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destrucción paisajista, justifica que, ante la inoperancia de 

la disciplina administrativa, se acude al Derecho Penal, 

como Ultima Ratio. Sin que quepa desconocer que la 

profunda  lesión del bien jurídico protegido trae causa en 

buena parte del efecto acumulativo provocado por 

transgresiones” y 

“No cabe ignorar que la comunidad de ciudadanos es 

víctima de los despropósitos  urbanísticos y que la 

administración urbanística también experimenta las 

consecuencias de las infracciones en materia de ordenación 

del territorio. Supuestos de intereses colectivos difusos”. 

 

Como consecuencia de las actuaciones penales descritas 

están cumpliendo las respectivas condenas de prisión el 

que fuera alcalde de Andratx, Eugenio Hidalgo y el que 

fuera Director General de Ordenación del Territorio Jaume 

Massot. Asimismo, lo está haciendo el ex teniente de 

alcalde del Ayuntamiento de Palma, Rodrigo de Santos. 

 

Y están condenados a penas que representarían el ingreso 

en prisión, de ser confirmadas por el Tribunal Supremo, 

Bartomeu Vicens y Damià Nicolau. 

Hasta esta fecha, los delitos por los que se han impuesto 

condenas son los de malversación de caudales públicos, 

sobre la ordenación del territorio, cohecho y falsedad en 

documento oficial. 

 

En las citadas sentencias se describen, principalmente, un 

abuso de poder tanto en el ámbito autonómico como en el 

municipal, que son consecuencia de la carencia o pasividad 

de los controles institucionales, pasividad en algunos casos 

por la abierta colaboración de los responsables de ese 
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control con los autores materiales de los respectivos 

delitos. 

 

Asi resulta de los “ hechos probados” que figuran en la 

sentencia del Tribunal Supremo 1219/2009, en relación a la 

adquisición de una parcela y subsiguiente edificación que 

estaba clasificada como área protegida de “Suelo Rústico 

Protegido con la categoría DE Área Natural de Especial 

Interés” (ANEI). Operación en la que la Audiencia Provincial 

de Palma ya constató, que la licencia que se otorgó para la 

edificación era “nula de pleno derecho por haber sido 

otorgada falseando la calificación urbanística del suelo y 

considerándolo mendazmente de Urbano”. 

 

En la misma dirección, cabe situar la sentencia del T.S. 

1127/2009, que confirma la que dictó la Audiencia 

Provincial de Palma el 23/5/2008, procedente del 

procedimiento de Andratx. Sentencia que igualmente se 

refiere a la adquisición y posterior edificación de una 

parcela protegida, como “Área rural de interés paisajístico”, 

con la finalidad de construir en la misma una vivienda 

unifamiliar cuando, se hace constar, se “tenía perfecto 

conocimiento que la misma se hallaba en suelo rústico 

protegido”. 

 

Igualmente, afecta a la protección del suelo, la sentencia 

de conformidad .con el escrito de acusación en la Pieza 

separada nº 32 de la causa de Andratx por la que 

resultaron condenados  Juan Corró Truyols, Felipe Seguí  

Torrandell y Jaume Gibert Fuster, por razón de la 

adquisición de parcelas, protegidas en la categoría de ANEI, 

 Y posterior edificación.  
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En otro orden de cosas, cabe destacar la sentencia dictada 

por la Sala de lo Civil y Penal del TSJIB el 17/12/2009 en la 

Causa penal 1/09, en la que se describe como el Conseller 

Executiu del Departament de Territori del Consell Insular de 

Mallorca, Bartomeu Vicens Mir, contando con la 

colaboración consciente del Director Insular d‟Ordenació de 

Territori Damià Nicolau Ferrà, deciden, conscientes de su 

absoluta innecesariedad encomendar al particular Tomás 

Martín San Juan un estudio “sobre el valor del suelo en al 

isla de Mallorca” abonándose por ello la suma de 10.465,90 

euros. Los tres resultaron condenados por un delito de 

malversación de caudales públicos. En dicha sentencia, se 

hace constar que “el señor Vicens encargó al señor Martín 

un trabajo ficticio con propósito deliberado de gratificarle 

con fondos públicos su intervención en las actividades 

particulares de ambos, y que el señor Nicolau se avino de 

manera consciente a contribuir al buen éxito de la 

artimaña”, amparándose todos en las limitadas  exigencias 

de lo que se denomina “contratación menor”. 

 

En estos momentos se ha formulado acusación, entre otras, 

en las Piezas 2, 3 y 60, del tronco común de Andratx.Las 

dos primeras expresan  conductas delictivas de naturaleza 

urbanística. Y en la Pieza 60 se describen  conductas 

dirigidas por el que era alcalde de Andratx Eugenio Hidalgo 

y otros imputados que han merecido la calificación de 

delitos de prevaricación cohecho, negociaciones prohibidas 

a los funcionarios y contra la ordenación del territorio. 

 

Estamos, pues, ante un escenario gravemente preocupante 

en cuanto las instituciones públicas han sido “ocupadas”, 
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con el apoyo popular, por quienes no tenían como finalidad 

el servicio al interés público y a los ciudadanos sino el  

expolio de las arcas públicas para su enriquecimiento 

personal y la financiación ilícita de los partidos a los que 

pertenecen, el Partido Popular y la Unión Mallorquina. Con 

todo lo que ello significa para el deterioro de la credibilidad 

ciudadana en los valores democráticos que deben presidir 

el funcionamiento de las instituciones. El problema pues es 

muy grave. 

Conclusión 

Ante la extensión y el correspondiente escándalo de la corrupción en 

España, el Congreso de Diputados aprobó por unanimidad el 

27/10/2009 una Moción dirigida al Gobierno y a todos los partidos 

para que desde la “voluntad de profundizar en los mecanismos de 

transparencia y control de la conducta de los representantes políticos 

e institucionales”, hacer “un llamamiento al conjunto de los partidos 

políticos con representación institucional para que … elaboren 

aquellos instrumentos que persigan una actuación ética y de buen 

gobierno por parte de los representantes institucionales”14.Solicitud 

ciertamente paradójica. 

 

Todo el análisis anterior debe conducir a una conclusión. La corrupción 

es incompatible con la democracia y, por tanto, aquella hiere 

gravemente a los propios fundamentos del sistema. En la obra 

“Corruzione e Democracia”, de Mény y Della Porta, se afirma: "la 

corrupción pone en peligro los valores mismos del sistema: la 

democracia es herida en el corazón; la corrupción sustituye el interés 

público por el privado, mina los fundamentos del Estado de Derecho, 

niega los principios de igualdad y de transparencia favoreciendo el 

                                                 

14 Boletín General de las Cortes Generales.5 de Noviembre de 2009. 
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acceso privilegiado y secreto de ciertos agentes a los recursos 

públicos". 

 

Y, ciertamente, así es. La respuesta no corresponde solamente al 

aparato represivo del Estado, con ser muy importante. Son 

inaplazables reformas que garanticen el funcionamiento efectivo de los 

controles internos de la Administración. Controles que deben constituir 

“un sistema de esclusas que van progresivamente eliminando la 

posibilidad de que la marea de la corrupción anegue las instituciones 

políticas y sociales de un país”15 Pero todo ello no será suficiente si no 

se abre camino una nueva cultura política que, además de estar regida 

por una moral pública y cívica renovada, esté orientada como plantea 

el Preámbulo de la Constitución hacia una democracia avanzada, es 

decir, que avance hacia un orden económico y social justo, en el que 

políticos y funcionarios lejos de patrimonializar el poder, actúen 

exclusivamente al servicio de los ciudadanos. 

 

En definitiva, una recuperación del valor de lo público y del valor del 

Estado por encima de la exaltación de lo privado y del beneficio 

económico. 

 

Quizás ello ocurra cuando, parafraseando a Walter Benjamin, el 

capitalismo deje de ser una “religión de culto universal en la que el 

continuado acaecer del mercado juega el papel del culto universal y el 

homo oeconomicus, transfigurado en Naturaleza, el de Dios”16.  

 

Carlos Jiménez Villarejo 

 

                                                 

15 M. Villoria Mendieta, Ética pública y corrupción:Curso de ética administrativa, 

Tecnos y Universitat Pompeu Fabra de Barcelona.2000,p. 190. 

16 Michael R. Krätke,Capitalismo y corrupción,en la Revista digital “Sin 

Permiso”,04/02/07. 
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